Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 45 minutos) 


La Comisión de Constitución y Legislación tiene el gusto de recibir en forma simultánea a las delegaciones representantes de 
CUDECOOP y ANDA, a los efectos de que den a conocer su opinión sobre el proyecto de ley sobre consolidación de adeudos que 
tenemos a consideración. 


SEÑOR ALMADA.- Como Presidente de ANDA, agradezco la posibilidad de que esta Comisión nos reciba para exponer nuestra 
opinión sobre este proyecto de ley. 


Como es obvio, la posición de ANDA es absolutamente contraria a que este proyecto continúe su proceso de consideración. 


A principio de este año, allá por el mes de abril o mayo, concurrimos a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes 
para dar nuestra posición respecto a un proyecto similar al que hoy nos ocupa. En aquella instancia dejamos sentadas las razones 
de nuestra oposición y allí encontramos, de parte de los Legisladores de todo el espectro político presente en esa Comisión, una 
coincidencia en el rechazo a ese proyecto de ley. 


Hoy nos ocupa esta iniciativa, que propone algunas modificaciones, por ejemplo, en el caso en que el Banco de la República tiene 
posibilidad de actuar con cooperativas de ahorro y otros bancos. A este respecto, queremos dejar sentada la salvedad de que el 
Banco de la República, independientemente de este proyecto de ley, puede realizar préstamos a trabajadores activos. 


Por su parte, ANDA en este momento, está llevando adelante negociaciones con UTE, puesto que sus autoridades están 
preocupadas ante el fuerte endeudamiento de sus funcionarios. A esos efectos, se está considerando la posibilidad de que nuestra 
organización se ponga en contacto con el Banco de la República para que los empleados de UTE puedan resolver esa situación de 
endeudamiento. Cabe agregar que lo mismo está sucediendo con los funcionarios del Banco de Seguros. 


De modo que debe quedar claro que independientemente de lo que se propone en este proyecto de ley el Banco de la República 
puede otorgar estos préstamos. 


Otro punto que nos preocupa es que este proyecto, sin lugar a dudas, va a exponer a cientos de miles de trabajadores activos y 
también a pasivos, por formar parte de un sector vulnerable a una situación económica determinada. A nuestro entender, el punto 
central es un problema de salarios bajos, que hace que los funcionarios públicos y privados, así como los propios pasivos, se 
endeuden. 


Sin embargo, este proyecto de ley no resuelve esa situación, sino que simplemente puede llegar a liberar un pequeño margen en 
esos salarios, en función de un préstamo para el que no se han determinado las tasas de interés y los plazos, aunque, en nuestra 
opinión, deberían ser préstamos a largo plazo. 


Como dije antes, la vulnerabilidad de estos trabajadores hace que queden expuestos a una situación difícil porque, además, la 
realidad indica que esos ciudadanos, independientemente de que este proyecto se consagre en ley, van a volver a tener problemas 
y una vez más van a necesitar nuevos créditos. Ante esta situación, por ejemplo, instituciones como ANDA se van a ver privadas de 
poder auxiliar a estos uruguayos. Eso es lo que nos preocupa. 


Por estas razones, consideramos que este proyecto de ley expone a estos ciudadanos a daños irreversibles con un perjuicio 
importante que puede alcanzar muchísimos años, lo que quizás puede ser insalvable. Este es el motivo de nuestra preocupación. 


Creemos que es bueno que se sepa que ANDA cuenta con 105.000 afiliados en todo el país, por lo que tiene presencia nacional. 
Nuestra institución ha hecho un esfuerzo muy importante en lo que tiene que ver con el crédito social y en la actualidad cuenta con 
la tasa efectiva anual de intereses más baja del país. Esto no es algo coyuntural o que viene de uno o dos años atrás, sino que 
desde hace ocho o nueve años ANDA ofrece la tasa más baja del país. Por lo tanto, la institución ha hecho un esfuerzo muy 
importante para otorgar un buen crédito social a sus afiliados. No hay que olvidar que si bien hemos mencionado que contamos con 
105.000 afiliados, a ello hay que agregar el núcleo familiar. En relación a ello, de prosperar este proyecto de ley, ANDA se vería 
perjudicada en su servicio de salud porque este abarca al núcleo familiar del socio que contempla al cónyuge y a sus hijos, hasta 
los 21 años de edad. Quiere decir que, en realidad, estamos hablando de unos 350.000 a 400.000 uruguayos que cuentan con 
nuestro servicio de seguro de salud parcial y sin internación en todo el país. 


Con respecto al crédito social -contemplado en este proyecto de ley que aspira a solucionar un problema de los uruguayos- 
entendemos que es bueno que el Legislador esté informado de la situación. Muchos de los Legisladores conocen la institución y 
saben que un domingo se vio en la obligación de publicar un comunicado, ante la posibilidad de que se aprobara este proyecto de 
ley, lo que realmente nos inquietó. 


Nos interesa que quede claro que ANDA otorga mensualmente a sus afiliados un monto de $ 60:000.000 mensuales en créditos. El 
70% de esa cifra está destinado a la alimentación y el promedio de los créditos destinados a la compra de alimentos es de $500. 
Esto quiere decir que los afiliados de ANDA satisfacen sus necesidades de alimentación, en una proporción muy importante, a 
través de los créditos que la misma otorga. 


Por otro lado, de continuar el proceso correspondiente para la aprobación de este proyecto de ley, se va a exponer a unos 30.000 
uruguayos a que sufran procesos de desalojo y lanzamiento, en función de que el mismo posterga el tema de las garantías de 
alquiler que otorga ANDA. En la actualidad, nuestra institución tiene 8.100 contratos de alquiler en todo el país y es la única que 
brinda este servicio a nivel nacional. Todos sabemos que en nuestro país existen dos modalidades de garantías; una es la 
Contaduría General de la Nación y la otra es ANDA. Basta ver los avisos clasificados que ofrecen alquileres para constatar que 


reiteradamente se piden como garantía a estas dos modalidades que mencioné anteriormente. A partir de esta nueva disposición, 
ANDA se vería perjudicada porque relegaría un lugar en cuanto a la garantía de alquiler, lo que seguramente expondría a 8.100 
contratos de alquiler, aproximadamente 30.000 personas, a la posibilidad de enfrentarse a un desalojo o un lanzamiento. Aquí 
estamos hablando de una necesidad que es real y, como se dice comúnmente, la necesidad tiene cara de hereje y cuando los 
trabajadores y pasivos sepan que alguien les va a prestar una cierta cantidad de dinero para cancelar sus deudas, van a acudir a 
él. Es algo ineludible pero, al mismo tiempo, luego saldrá a buscar nuevos créditos porque la problemática es que los salarios son 
bajos y, en consecuencia, no alcanzan para solventar los gastos del mes. Es así, que recurrirán a nuevos sistemas de crédito, entre 
los que evidentemente no estará incluida ANDA, a pesar de tener la tasa de interés más baja del país. Seguramente expondremos 
a estas personas a que caigan en manos de prestamistas, que ofrecen créditos con tasas de interés muy altas. 


Entendemos que estos son los principales reparos que hacen que ANDA se oponga totalmente a que este proyecto de ley continúe 
con su curso. 


Si los miembros de la Comisión no tienen inconveniente, después de estos comentarios quisiera referirme al hecho de que ANDA 
advierte una preocupación de parte del Legislador que ha sido puesta de manifiesto en otros proyectos de ley que también refieren 
al tema de la retención y la refinanciación. En ese aspecto, ANDA tiene una política muy amplia en lo que hace al tratamiento de 
nuestros afiliados que, por diferentes motivos, no pueden pagar su retención y se endeudan. 


A mi derecha se encuentra el Contador General de ANDA, señor O”Neill, quien me gustaría que hiciera algún comentario acerca de 
la cantidad de refinanciaciones que hemos hecho a nuestros afiliados desde el año 2002 a la fecha. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Si ustedes me permiten, creo que primero deberían hacer uso de la palabra los representantes de ANDA y 
luego los de CUDECOOP. 


Antes de cederles la palabra, quisiera formular dos preguntas. ¿En qué fecha concreta ANDA pidió a esta Comisión que la recibiera 
para referirse a este proyecto de ley? 


En segundo término, deseo saber si ANDA recibió de la Comisión, de su Presidencia o de alguno de sus miembros, la 
comunicación de que este Cuerpo no quería recibirla. 


SEÑOR ALMADA.- Cuando tomamos conocimiento de que este proyecto de ley ingresaba a la Comisión de Constitución y 
Legislación, inmediatamente enviamos un repartido a todos los Senadores que la integran y solicitamos una entrevista con este 
Cuerpo. La fecha exacta no la recuerdo, pero creo que fue hace alrededor de dos meses, cuando se tomó conocimiento de todo 
esto. 


No sé bien a qué se refiere su segunda pregunta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si la Comisión, alguno de sus miembros o la Presidencia le negó a ANDA la posibilidad de 
ser recibida. 


SEÑOR ALMADA.- No, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, yo me doy por satisfecho con la respuesta. 


SEÑOR O'“NEILL.- En mi calidad de Director General de ANDA, simplemente quisiera comentarles que hemos traído información 
desde el año 2001 a la fecha, para tomar un período representativo en el que se dieron distintas situaciones en el país. En ese 
período ANDA realizó 55.000 refinanciaciones. De esas 55.000 refinanciaciones, 24.500 se hicieron por IPC y 30.500 por una tasa 
de financiación muy baja -que es la que aplicamos como tasa de mora, que en este momento está en el orden del 4%- por una tasa 
intermedia o, incluso, por una tasa cero. 


Los montos refinanciados en esos 55.000 convenios superan los $ 455:000.000. De esos 55.000 convenios, algo más de 18.000 ya 
han cancelado su refinanciación. De los alrededor de 17.000 que quedan vigentes, hay 10.000 que están refinanciados 
simplemente por IPC, 2.150 por tasa cero, 117 por una tasa de algo más que el 4% y 4.500 por tasas menores a 4,5%. 


La política de ANDA permanentemente se ha llevado adelante a través de un área especializada que se denomina Gestión de 
Cobro. Ella se dedica a realizar este tipo de acuerdos para dar solución a los problemas que se generan con el endeudamiento, ya 
sea porque a la persona le disminuyeron sus ingresos, porque perdió su trabajo o, simplemente, porque le surgió algún otro tipo de 
complicación, como puede ser una retención judicial que hubiera afectado la ecuación que tenía cuando contrajo el crédito. 


De todas formas, estos números muestran una muy fuerte disposición a buscar soluciones al endeudamiento cuando las 
condiciones varían. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SPERANZA.- Agradezco la posibilidad de hacer llegar nuestras inquietudes con respecto a este proyecto de ley. 


Básicamente, nuestras objeciones son dos. Una primera observación es compartir el fin que tiene el proyecto de ley en cuanto a la 
posibilidad de refinanciar adeudos de trabajadores privados, funcionarios públicos y pasivos que hayan contraído obligaciones con 
instituciones que tienen facultad de retención de haberes; es decir, el problema del endeudamiento de los trabajadores privados, 
funcionarios públicos y pasivos. El fin es loable, pero discrepamos y rechazamos la forma bajo la cual se está realizando en este 
proyecto de ley. Quiero recordar que el Parlamento aprobó una ley de retención de haberes que entró en vigencia en diciembre del 
año pasado, que procuró -creemos que lo logró- ordenar un sistema que era bastante desprolijo en cuanto a prelaciones y 
prioridades de retención y, en función de bienes jurídicamente tutelados que el Legislador entendió que debían tener prioridad - 
como por ejemplo, las pensiones alimenticias, las garantías de alquiler, los créditos para vivienda del Banco Hipotecario, el crédito 
social del BROU y las cuotas de las mutualistas- estableció determinado criterio. 


Además, esa ley de retenciones estableció un segundo aspecto -no menos importante- relativo al tope de endeudamiento al cual 
podían acceder los trabajadores y pasivos. Concretamente, esta ley dispuso que el 30% de ese salario líquido debería ser cobrado 
en efectivo. Esto quiere decir que, a nuestro criterio, aquí hubo un principio de solución al problema del endeudamiento de este 
espectro de funcionarios públicos, trabajadores privados y pasivos. Ese 30% es tutelado por la ley con carácter de 
inembargabilidad del salario y, además, ordenó el tema de las retenciones. Cuando el legislador concedió las retenciones -tema 
que resultó muy caro a ANDA y a las cooperativas- a determinadas instituciones y a la División Crédito Social del BROU, lo hizo en 
función de determinados criterios, como por ejemplo sociales, o en función de los fines que animan a estas instituciones y para 
darles estabilidad y fortaleza económico-financiera porque, de lo contrario, tendrían dificultades en su funcionamiento. 


Entonces, este proyecto de ley viene a complicar el tema de la ley de retenciones. Por otro lado, es de público conocimiento que las 
instituciones cooperativas y ANDA no cuentan con grandes fondos para hacer frente a cancelación de adeudos -tal como se plantea 
en el proyecto de ley- ya que sus estructuras, sus bases sociales, son trabajadores y jubilados. Entonces, si estas instituciones no 
tienen la posibilidad de constituir estos grandes fondos de cancelación -son fondos de cancelación importantes, porque estamos 
hablando de sumas millonarias para lograr la refinanciación de los créditos ya otorgados a los trabajadores y pasivos- me pregunto 
qué institución podría estar beneficiándose con esta nueva regulación que se plantea. En este caso existe el peligro de que, por un 
lado, haya una necesidad de alguien que requiere un crédito o que quiere refinanciar y, en la otra punta, tiene que haber alguien 
que tenga fondos disponibles para poder refinanciar esas necesidades. 


Nosotros, ni en ANDA ni en las instituciones nucleadas en CUDECOOP, vemos la posibilidad de que existan grandes sumas de 
dinero para hacer frente a esas refinanciaciones. Con el correr de los años, hemos procurado refinanciar caso a caso las 
necesidades de los socios, atendiendo puntualmente, estirando los plazos, haciendo quitas en los intereses, ajustando por el IPC, 
etcétera, de acuerdo con las distintas modalidades de refinanciación que puedan existir. 


Todos sabemos -creo que el tema también ha estado a consideración del Parlamento en la Legislatura anterior- que la Auditoría 
Interna de la Nación está muy sensibilizada con el tema de las falsas o pseudo cooperativas, que podrían encontrar un resquicio en 
este proyecto de ley para poder realizar esa actividad de préstamo. Quiere decir que, a nuestro juicio, podría haber prestamistas o 
inversores que vieran en este proyecto de ley una posibilidad de realizar un negocio. Y consideramos que ni las cooperativas ni el 
Banco de la República están para realizar negocios en términos de obtención de lucro, sino para prestar servicios y satisfacer las 
necesidades de la gente. 


Hemos leído en las versiones taquigráficas de la Comisión que el Ministerio de Economía y Finanzas no acompaña el proyecto de 
ley. Además, han estado técnicos del Banco de la República que también tienen objeciones al proyecto, que son compartidas por 
nosotros. También hemos analizado una intervención efectuada por una representante de los funcionarios públicos que compareció 
en esta Comisión, una funcionaria de Salud Pública del departamento de Rivera que aboga por la sanción de la ley. En un momento 
de su intervención se le preguntó si había alguna cooperativa que estaba atrás de esto para poder comprar los créditos y 
beneficiarse con las retenciones, con los privilegios asociados a esos créditos. Esta señora manifestó que existía una cooperativa 
de ahorro y crédito que tenía interés en consolidar. Y dicha cooperativa -que tiene interés en consolidar, que no está nucleada en 
CUDECOOP y que no es controlada por la Auditoría Interna de la Nación porque sus activos se encuentran por debajo de las 
sesenta mil Unidades Reajustables ya que tiene ingresos menores a esa cifra- ha estado actuando en el interior del país, 
ofreciendo créditos a largo plazo -a diez años- por montos sumamente importantes -$ 200.000 y $ 400.000- con promesas a los 
deudores de la posibilidad de comprar una casita o un terreno. Como decía el señor Presidente de ANDA, todos sabemos que un 
deudor es psicológicamente vulnerable, por lo que está dispuesto a tomar créditos que, aunque en principio tengan una cuota más 
baja, pueden ser a muy largo plazo. Los créditos que se están ofreciendo son a diez años y la tasa de interés, que no está explícita, 
puede ser importante. Consideramos que esto puede ir en detrimento del deudor -este sería uno de los objetivos del proyecto de 
ley- además de que tampoco estaría beneficiando, o mejor dicho, estaría perjudicando también a las instituciones que han 
concedido los créditos. 


Tenemos algunos planteamientos para formular de los que, brevemente, vamos a mencionar los titulares y luego entregaremos una 
carpeta al señor Presidente de la Comisión para su análisis. Nos preocupa que tras este proyecto de ley existan cooperativas que 
no estén debidamente reguladas ni controladas y que se puedan beneficiar del mismo para hacer negocios. Entonces, si los 
legisladores -según su leal saber y entender- consideran que se debe aprobar este proyecto de ley, nos gustaría que se 
incorporaran algunos artículos que legislen sobre el fenómeno de las falsas o pseudo cooperativas. Hay disposiciones que ya 
fueron elaboradas por la Auditoría Interna de la Nación y que son acompañadas por nosotros. 


Por otra parte, deberíamos prever que la consolidación de adeudos debe abarcar sólo las deudas adquiridas -sólo las que se estén 
comprando- que la tasa de interés no sea superior a la que cobra la División Crédito Social del Banco de la República, y que ello 
esté controlado por la Auditoría Interna de la Nación. 


Asimismo, debería notificarse a los acreedores a subrogar presentándoles la fórmula de refinanciación para que tengan la opción 
de tomarla por sí mismos, sin trasladar el crédito a terceros. 


Esta norma tampoco prevé una fecha límite o un plazo para el crédito consolidado. Lo que sí establece es la prohibición de que 
durante el tiempo o el plazo en que se esté abonando el crédito consolidado, no se podrán tomar otros créditos. 


Al no establecer plazos, pueden ser créditos -como hemos observado- que se ofrezcan a diez años, por lo que estaríamos 
condenando a personas con salarios bajos a tomar créditos, del sector informal de la economía, con tasas usurarias. 


Todo esto nos preocupa y consideramos que debe analizarse. En una carpeta que trajimos tenemos actas que hemos realizado con 
socios de CALFU en el interior del país, en las que ellos explicitan las condiciones en las cuales se les han ofrecido los créditos. 
También agregamos un informe de la Auditoría Interna de la Nación sobre alguna de estas cooperativas; tenemos entendido que 
están detrás de este proyecto de ley. 


Por mi parte, esto es todo lo que tengo para informar. 


SEÑOR MICHELINI.- Obviamente, el doctor Speranza, es contrario al proyecto de ley, pero dice que si el Poder Legislativo va a 
seguir adelante en este sentido, él presenta algunas inquietudes que a ANDA y a las cooperativas les parece que lo mejorarían. 


Quiero preguntar sobre dos aspectos para que nos responda si, también según su leal saber y entender, mejorarían el proyecto si 
se los incorporara. 


El primer aspecto es si quien viene a subrogar, subroga a todos y si alguien no acepta, entonces, ¿la operación no se hace? 


El otro se relaciona con que, si bien todo esto se puede hacer por la ley actual -no me refiero al tema de que no haya otros créditos 
sino a la cesión de créditos- quería saber si alguna de las facultades del proyecto, o el proyecto mismo, también tendría que tener 
una fecha temporal y no solamente como él propone, es decir, de una equis cantidad de años como plazo máximo para dar el 
crédito quien subroga, o una tasa equis que podría ser la del crédito social del Banco de la República, o esta tasa más algún punto; 
O sea, si esta facultad fuera por un plazo. Es decir, si no sería conveniente que, una vez aprobada la ley, hubiera seis meses o un 
año para que estas operaciones se hagan, que sean producto de la situación que se vivió y no un elemento de distorsión 
permanente, como ellos plantean. 


SEÑOR SPERANZA.- Quiero reafirmar que nosotros estamos en contra de este proyecto de ley; esta es nuestra opinión. 
Obviamente, entendemos que el Senado -el Poder Legislativo- tiene facultades para aprobarlo. Nosotros lo que aportamos son 
elementos para la reflexión y nos gustaría que. si existe esa voluntad de aprobar el proyecto de ley, estos se tuvieran en cuenta 
porque consideramos que es imprescindible agregarlos para no causar más daño que el que se haría si la iniciativa se aprobara 
lisa y llanamente. En este sentido, vemos estas dificultades. 


En definitiva, de lo que estamos hablando es de una compra de créditos con los privilegios que estos tienen en base a la retención 
de haberes, mediante dos modalidades: la cesión de créditos y la paga con subrogación. Sabemos que en la cesión de créditos se 
requiere el consentimiento del otro acreedor pero en la paga con subrogación, si esta es legal, este consentimiento no se requiere, 
se excluye la voluntad del otro acreedor. Esto es lo que a nosotros nos preocupa. 


Si prosperara este camino, consideramos que hay que poner una fecha, un plazo, y establecer criterios con respecto a las tasas de 
interés que se van a aplicar; habría que indagar un poco más sobre el origen de los fondos, es decir, saber de dónde vienen. 
¿Cómo puede ser que cooperativas que normalmente tienen poca holgura en sus balances y en su actividad económica financiera, 
puedan manejar tanto dinero para refinanciar adeudos? 


Estas son nuestras inquietudes. 


SEÑOR GALLINAL.- Quería solicitarles algo a los representantes de CUDECOOP y de ANDA. He seguido algunas declaraciones 
de prensa y remitidos que se han hecho en la materia, y debo decir que algunos me parecen muy interesantes, 
independientemente del proyecto de ley. 


Toda la información que ellos manejen acerca de cooperativas que puedan estar actuando por fuera de la ley o que, sin hacerlo, 
tengan carácter irregular, y todo lo que tiene que ver con posibles normas a aprobarse para formalizar o fortalecer los contralores, 
creo que podemos incluirlas en una ley aparte, se apruebe o no esta que hoy está en discusión. 


Entonces, simplemente quería invitarlos a que trajeran a la Comisión o le pidieran oportunamente una audiencia para tratar ese 
tema que me parece por demás importante e interesante; quizás esté haciendo falta una nueva legislación en la materia. Es más; 
creo que deberíamos tratar ese tema en otra norma, y no en esta que se está considerando, sobre la que sabremos qué destino 
tiene. 


Insisto en esa invitación, porque me parece que un tema muy importante y que, en los términos en que está planteado, puede traer 
consecuencias graves que nadie quiere para el sistema financiero y mucho menos aún para el cooperativo, sobre cuya importancia 
estamos todos de acuerdo y que creemos se debe cuidar, preservar, y defender. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si ningún señor Senador va a hacer uso de la palabra, me voy a permitir reiterar dos preguntas que 
formulé al señor Presidente de ANDA. 


En primer lugar, quiero saber en qué fecha concreta de esta etapa CUDECOOP pidió audiencia a la Comisión para pronunciarse 
sobre la ley. 


En segundo término, deseo conocer si la Presidencia de la Comisión, alguno de sus miembros o la Comisión en sí dijo que le 
negaba su comparecencia. 


SEÑOR SANCHEZ.- Normalmente, ese tema se ha manejado -debido al conocimiento y amistad permanente entre la señora 
Josefina y nuestra Secretaria- verbalmente y por teléfono. Cuando en algún momento llegó a nuestro conocimiento que no había 
ninguna constancia escrita de la convocatoria o del pedido, se lo hice saber a nuestra Secretaria y ella me dijo que se había hecho 
-como tradicionalmente había ocurrido- de manera verbal. O sea que, en su momento -hará unos dos o tres meses- se hizo la 
petición para que fuéramos recibidos. 


En segundo lugar, queremos dejar constancia de que, en ningún momento, ha habido algún tipo de animosidad, de impedimento ni 
de traba para que CUDECOOP fuera recibida por algún integrante de la Comisión, sino que, por el contrario, ha sucedido a la 
inversa de lo que se pueda estar pensando. 


SEÑOR ALMADA.- Me acercaron la fecha de pedido de audiencia y es del 27 de setiembre de este año, es decir, hace poco más 
de dos meses. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia da cuenta de que inmediatamente de recibida la convocatoria se comunicó a la Comisión. 
Lo que ocurre es que en el Senado se había dispuesto, por parte del Cuerpo, la suspensión del funcionamiento de todas las 
Comisiones mientras durara el trámite del Presupuesto. Además, por vía telefónica, esto se informó, por parte de la Secretaría, a 
todas las organizaciones que pedían audiencia con la Comisión. Aclaro que la pregunta no tiene ningún sentido picaresco, pero 
sucede que en publicaciones se ha dicho que la Comisión negó audiencias o que no quiso recibir a determinadas organizaciones. 


Seguidamente voy a formular alguna pregunta jurídica. El doctor Speranza ha hecho notar que en el proyecto habría dos vías - 
aunque no están explicitadas-: una sería la cesión de crédito y otra, la paga con subrogación. También ha dicho que en la primera 
depende de que el acreedor quiera ceder, pero en la paga por subrogación no es así, porque si hay pago no hay posibilidades del 
acreedor actual de negarse. Ante esto, si el acreedor actual tiene un crédito concedido al señor A, a pagar en tantos meses, 
¿puede el deudor u otro acreedor decir: obligo al acreedor, aunque yo le pago al contado, a que suspenda el plazo y es obligatorio 
que me ceda el crédito? Esta es la pregunta jurídica porque, realmente, siempre he entendido que lo que está en ese proyecto se 
puede hacer hoy sin ley. 


SEÑOR SPERANZA.- En principio no lo obliga, pero nosotros sabemos cómo ocurren las cosas: viene un socio de una 
Cooperativa o de ANDA, pide el estado de cuenta de la deuda que tiene, dice que le están ofreciendo algo y que quiere cancelarla. 
Uno no quiere tener un socio disconforme y, entonces, va a procurar solucionar el tema o, de lo contrario, lo cancela y se va. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que pregunto es si es obligatorio, por parte del acreedor, aceptar esa propuesta de pagar al contado. 
SEÑOR SPERANZA.- No es obligatorio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Volviendo al punto creo que queda claro que ni el Presidente ni ninguno de los miembros de la Comisión 
han negado la entrevista. 


SEÑOR GAMOU.- Reivindico mi derecho a la igualdad, porque fui convocado aquí como una señoría, como un lord, pese a 
pertenecer al cantegril de la Cámara de Representantes. 


Quiero hacer una pregunta con respecto al tema porque, a veces, se presentan muchas dudas. Durante tres años fui secretario 
político del Senador Mujica, quien recibía muchas llamadas, y en algún momento me llamaron por teléfono y me dijeron 
textualmente que, en ciertos casos, determinadas deudas generadas con algunas cooperativas de crédito -entre comillas- sin 
personería jurídica o con personería en trámite, tercerizaban la deuda para otras cooperativas y que les aparecía descontado en el 
recibo de sueldo o de jubilación, a nombre de una cooperativa con la que ellos jamás habían operado. Quiero saber, 
concretamente, si esto es una realidad, porque la persona que me hizo la consulta, nunca me trajo el recibo. Se refería a una 
cooperativa muy conocida, que le terminó descontando del sueldo una cuenta, pero esa persona jamás había operado con esa 
cooperativa. Por lo tanto, quisiera que me dijeran si hay algún mecanismo jurídico por el cual se pueda tercerizar o securitizar 
créditos que se tomaron. 


SEÑOR SPERANZA.- Nosotros entendemos que no debería ser así. La facultad de retención es una facultad excepcional que el 
Legislador le otorga a determinada institución por los fines, los objetivos y la trayectoria y por el servicio que va a brindar, pero no 
puede traficarse con los derechos de retención. Ese es nuestro concepto y nuestro sentimiento muy acendrado, es decir, 
consideramos que eso es inaceptable. 


SEÑOR GAMOU..- Coincido con la valoración que hace el doctor Speranza. 


Quiero decir que esta denuncia es real; si se quiere, puedo proporcionar el nombre de la cooperativa de crédito que cobró y 
descontó una cuenta a una persona que originalmente no accedió a ese crédito con esa cooperativa. 


Formulé esta pregunta porque las personas que me informaron acerca de esta situación tenían un malestar bastante grande. 


Concretamente, me gustaría saber si existe algún elemento jurídico que impida hoy a una cooperativa de ahorro y crédito 
reconocida, cobrar una cuenta a una persona que accedió a un crédito con otra cooperativa, con la que no tiene absolutamente 
nada que ver. Me gustaría creer que esto no lo hará graciosamente, sino que cobrará por lo menos alguna "comisionsita" por el 
servicio que está brindando y que aprovecha su bagaje jurídico para proceder en ese sentido. Honestamente, me parece que esto 
no es justo y coincido con el doctor Speranza en el sentido de que ello no debería ocurrir. Reitero que quiero saber si existe algún 
impedimento jurídico al respecto, porque si mañana alguna casa de cambio medio fundida de 18 de Julio solicita la personería 
jurídica para transformarse en una cooperativa y algún deudor está demorado en el pago, ¿puede autorizar a otra cooperativa 
reconocida para que le cobre? Creo que ello hace a este asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de ceder el uso de la palabra al doctor Speranza, la Comisión de Constitución y Legislación desea 
hacer notar -aunque no resulte simpático, pero así hay que hacerlo- que hay otra delegación esperando y que a la hora 16 hay 
sesión del Senado. En consecuencia, solicita que las preguntas y respuestas sean lo más concretas posible. 


SEÑOR SPERANZA.- Brevemente, quiero decir que cada una de las leyes de retención que se han aprobado para cooperativas de 
consumo, de ahorro y crédito y para ANDA contienen una norma que establece que no se puede operar en dos instituciones 
similares a la vez. Sin embargo, esta norma no se aplica, está en desuso. Considero -tal la inquietud del señor Senador Gallinal de 
implementar una nueva legislación en esta materia- que deberíamos legislar sobre esos fenómenos que son espurios y que nadie 
desea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución y Legislación agradece la presencia en este ámbito de las delegaciones 
representantes de CUDECOOP y de ANDA. Asimismo, hace llegar a la Secretaría, para su distribución, una carpeta conteniendo 
los antecedentes que nos han acercado. 


(Se retiran de Sala los representantes de CUDECOOP y de ANDA) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


